PROYECTO DE LEY

                      EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA 
                                     PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE 

LEY
Artículo 1.- Incopórese al artículo 69 de la Ley 13.688 el inc. z.  que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 69°. 

Al Director General de Cultura y Educación le corresponden las siguientes competencias de las cuales no podrá delegar las mencionadas en los incs. a., b.,c., e., g., h, k., l., m. y  q.

z. Ordenar la realización, a nivel provincial,  de un relevamiento territorial y registro de instituciones de nivel inicial, en especial  jardines maternales y de las aún denominadas guarderías del ámbito privado a fin de intervenir en casos no autorizados de los mismos.   

Artículo 2.- Comuníquese al poder Ejecutivo.


  Fundamentos.
Desde la sanción de la Ley Provincial de Educación Nº 13688 en el año 2007 mediante la cual se normaliza el funcionamiento de instituciones educativas para niños y niñas de 45 días a dos años de edad, incorporadas al nivel inicial y con la denominación de jardines maternales, se inició un proceso  de regulación de la históricas instituciones conocidas como “guarderías infantiles” y de aquellas que ya habían incorporado la denominación de Jardines Maternales. En el caso del Estado Provincial no se cuenta con un número significativo de Jardines Maternales de gestión oficial. Históricamente estos servicios han sido atendidos desde la gestión privada y en muchos casos desde la intervención de los  Municipios. 

Uno de los niveles que más expuesto está a que se encuentren situaciones irregulares dentro del nivel inicial es justamente los jardines maternales, históricamente denominadas Guarderías. Si bien la Ley  de Educación Provincial desde el año 2007 le impone la denominación de Jardín Maternal, la no existencia generalizada de estas instituciones a nivel provincial de gestión estatal, produce una carencia que es cubierta en su totalidad por instituciones privadas con importantes excepciones municipales. 

Si bien son mayoritarias las buenas atenciones y calidad de muchas instituciones de este tipo,  también la necesidad ha generado el aprovechamiento de personas que en condiciones precarias abren Jardines Maternales. Estos Jardines que más que una experiencia educativa resultan un comercio, tienen muchas irregularidades, trabajan en pequeños espacios físicos, sin personal habilitado, sin condiciones de higiene y usufructuando de la urgencia y necesidades de muchas familias que si no tienen un lugar para enviar a sus hijos más pequeños tienen dificultades en sus trabajos. 
Por ese motivo en el nivel inicial los jardines maternales, por inexistencia de instituciones públicas,  son una materia altamente sensible por el aprovechamiento que el sector privado hace de la necesidad.   

No obstante la regulación establecida en la Ley 13.688,  la preexistencia a esta misma  de cantidad de instituciones privadas que atendían niños y niñas de entre 45 días a dos años de edad tuvieron que iniciar procesos de adecuación de su funcionamiento a las 



cláusulas de la Ley que regula el control estatal. Este proceso, que resultó en general de carácter voluntario o de intimación cuando se trataba de alguna denuncia o reconocimiento de su existencia por parte del Estado provincial, a través de la Dirección General de Cultura y Educación no resultó, necesariamente,  de alcance a la totalidad de los casos. En el transcurso de los últimos años han aparecido situaciones que muestran que aún pueden detectarse situaciones de funcionamiento clandestino de estos jardines maternales e incluso Jardines de Infantes. 

Algunos casos recientes en jardines maternales que han tomado notoriedad periodística por el  agravamiento de la situación de violencia ejercida por personal de esas instituciones en contra de los pequeños asistentes,  se confirmaba que no tenían autorización para su funcionamiento. 

Es tal el nivel de la falta de asumir la regulación y de un mayor control estatal que aún es muy frecuente encontrar que instituciones para este nivel siguen manteniendo entre sus notas la denominación de “guardería infantil” que da a entender que no concibe el nivel con fines socio-educativos. 
Como una nota de ejemplo, la publicidad del directorio de empresas argentinas www.cylex.com.ar, en el rubro jardines maternales incorpora como ofertas en la provincia y en particular en el Distrito de Vicente López en su sitio,  la categoría de guarderías infantiles. 

Desde el conocido y traumático caso del Jardín Tribilín en San isidro, en otros distritos, recientemente se han producido medidas de clausura, son los casos de dos Jardines en Florencio Varela y otros dos más en General Rodríguez. Cabe a esto agregar como nota para ilustrar que la situación parece no estar limitada a la Provincia de Buenos Aires, en casos de los últimos meses se ventilaron en las Provincias de Santa Fe y en Chubut situaciones irregulares y hasta de violencia contra los pequeños. 
Este escenario parece confirmar una vez más las delicadas circunstancias que se vienen observando en la atención de los jardines maternales y de infantes. Nos lleva a la constatación de registrar, en estos casos una clara desviación al enfoque de promoción y protección de los derechos de  los niños y niñas, enfoque  que responde a los nuevos encuadres de intervención del Estado y de la sociedad y de las instituciones educativas en estos casos.       
Esta situación no esta exenta de un mayor trabajo coordinado entre los Municipios y sus áreas de Inspección y la Dirección General de Cultura y Educación a través de la Dirección de Educación de Gestión Privada. Se han podido detectar algunas incongruencias entre lo prescripto por la ley provincial y las habilitaciones municipales en tanto algunas normativas de inspección municipal pueden desconocer las regulaciones que la provincia controla para la educación inicial y en especial los jardines maternales. 
En lo que respecta específicamente  a la Ley provincial de educación,  en su articulado sobre la Educación de Gestión Privada, Capítulo VIII, artículos 128 al 146 inclusive, no establece forma alguna de relevamiento y control periódico  de instituciones privadas que puedan estar ofreciendo algún tipo regular de educación.

Si bien el artículo 131 establece  que la Dirección General de Cultura y Educación tiene la facultad de clausura ante aquellos establecimientos que, sin reconocimiento legal, realicen actos educativos regulares, no queda establecido en la Ley las instancias de relevamiento territorial ni de admisión de las denuncias posibles a fin de intervenir en los casos irregulares y al mismo tiempo poder contar con una base de consulta pública sobre las habilitaciones para darle seguridad a las familias. Sobre el acceso por parte de las familias a la información sobre las habilitaciones de las instituciones educativas, en particular los jardines maternales, se recuerda que esta condición ya esta prescripta en la Ley 13688 en su artículo 90º inc. e., derecho de los padres y tutores a acceder a la información pública de modo libre y gratuito.                  

En ese sentido este proyecto de Ley habilita expresamente al Director/a General de Cultura y Educación a ordenar un relevamiento y registro definitivo de este tipo de instituciones en el territorio de toda la provincia de Buenos Aires. 
Se reconoce que la forma de instrumentarlo puede ser tanto por acción territorial como por procedimientos de consultas, denuncias, etc.  en el sitio web de la gestión educativa provincial.    

La incorporación del inciso z. a las competencias del máximo responsable de la educación en la provincia permite, seguramente por primera y  única vez, relevar todos los casos que puedan estar funcionando de manera clandestina con las consecuencias no solo de la falta a la prescripción legal de la provincia, que conlleva su clausura 
inmediata,  sino también y más gravemente,  a desvíos e irregularidades en la atención de los niños y niñas indefensos de por si,  frente a situaciones que pudieran atentar contra su integralidad psíco-física-emocional. 

Lo que a todas luces concierne en estas cuestiones es que en la Provincia de Buenos Aires no puede funcionar ninguna institución educativa y en particular los de educación inicial, y en especial los Jardines Maternales sin la autorización explícita para tal fin de la Dirección General de Cultura y Educación.       

